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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintiuno de julio de dos mil nueve
Acta  Nº 322. 

A las diez y treinta de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para llevar a efecto la audiencia prevista por el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio civil promovido por Ruby Neidy Hurtado Monsalve contra José Fabio Rodríguez Hernández, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno que integran la Sala Civil Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público correspondiente. Como la etapa de alegaciones transcurre en silencio ante la ausencia de los representantes judiciales de las partes, se procede a resolver de mérito el grado jurisdiccional de consulta ordenado respecto de la sentencia que el 11 de mayo pasado profirió el Juzgado Tercero de Familia, de acuerdo con el proyecto de sentencia presentado por el Magistrado Ponente, que fue discutido y aprobado en sesión de que da cuenta el acta de la referencia.

ANTECEDENTES

En la demanda presentada el 9 de septiembre de 2008, se solicitó decretar el divorcio del matrimonio civil contraído por las partes, declarar disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, privar al demandado “de los derechos de patria potestad sobre su hija menor BRENDA FABIANA RODRÍGUEZ HURTADO”, no obligarlo “a otorgar alimentos para su hija menor y tampoco para su esposa”, condenarlo en costas y disponer la inscripción del fallo en la Notaría Primera de Círculo de Bogotá. En apoyo de estas súplicas se expusieron los hechos que a continuación se compendian:

La demandante refiere como fundamento de estas pretensiones que contrajo matrimonio con José Fabio Rodríguez Hernández el 2 de noviembre de 1999 en el municipio de El Progreso, Departamento de Canelones, República Oriental del Uruguay, registrado en la Notaría Primera del Círculo de Bogotá, luego de lo cual se residenciaron “en la ciudad de Pereira, en la ciudadela COMFAMILIAR, Manzana 11, Casa 14, Barrio Cuba”, unión de la cual nació la menor Brenda Fabiana Rodríguez Hurtado; que hace aproximadamente cinco años, “a finales del 2003, sin asistirle razón alguna, el señor JOSÉ FABIO RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ se ausentó de su hogar dejando completamente abandonadas a su esposa RUBY NEIDY e hija menor BRENDA FABIANA”, y que la niña desde el momento en que su padre se ausentó del hogar “ha estado bajo el cuidado y protección de su señora madre”.
La demanda se admitió por auto de 10 de septiembre del año pasado en el que se ordenó, además, el emplazamiento del demandado, que no respondió el llamamiento edictal, por lo que se le designó la curadora ad-litem pertinente, quien manifestó que eran ciertos los hechos acreditados documentalmente, no constarle los demás y con respecto a las pretensiones se atenía a lo que resultara probado.

En la audiencia prevista en el artículo 430 del Código de Procedimiento Civil, se escucharon los testimonios de Adriana Tabares Orrego, María Lilia Monsalve de Hurtado y Leidy Johana Hurtado; se recibieron los alegatos finales de las partes y se solicitó al Juzgado Cuarto de Familia remitir copia auténtica de la sentencia proferida “dentro del proceso de Privación de Patria Potestad, donde es demandante el (sic) la señora RUBY NEIDY HURTADO MONSALVE”
, citada por el apoderado de la parte actora; luego se puso fin a la instancia con fallo en el que se acogieron las pretensiones de la demanda, con excepción de las atinentes a que no se dispusieran alimentos a cargo de José Fabio Rodríguez Hernández y a favor de la menor Brenda Fabiana y la privación de la patria potestad, y se condenó en costas al demandado.

La consulta que se dispuso de tal decisión ha recibido en esta Sala el trámite que legalmente le corresponde y ahora se resuelve con base en estas

CONSIDERACIONES

No se advierten vicios en la actuación que pudieren generar nulidad y los presupuestos procesales aparecen reunidos. La legitimación de las partes para promover y afrontar la acción, respectivamente, la acredita el registro civil de matrimonio allegado con la demanda (f. 4, c. 1).

En el trámite revisado se recibieron las declaraciones de Adriana Tabares Orrego, María Lilia Monsalve de Hurtado y Lady Johana Hurtado Monsalve. La primera dijo que conoció a quien demanda hace más o menos seis años, época por la cual el emplazado “se fue de viaje y no volvió”; agrega que eso lo sabe porque además de ser muy amiga de la mamá de la accionante, es vecina y “le he colaborado mucho con la niña de ellos, explicándole cosas y la niña no sabe nada del papá”. Por su parte, las testigos Monsalve de Hurtado y Hurtado Monsalve, madre y hermana de Ruby Neidy manifestaron conocer al demandado hace ocho años, el que se fue, según dicen, hace seis, sin que volviera a saberse nada de él, siendo su familiar la que vela por el bienestar de la hija común de las partes en este proceso. De todo lo cual han tenido conocimiento directo puesto que la señora Hurtado Monsalve vivió con ellas hasta hace un año y medio, cuando viajó a Panamá a trabajar, aunque siguen en permanente contacto pues tienen a su cargo en esta ciudad a la menor Brenda Fabiana.   
De los testimonios recibidos se deduce con convicción y claridad  que el distanciamiento de los esposos Hurtado Rodríguez supera el bienio exigido legalmente para permitir el divorcio, dichos que son responsivos, exactos y completos puesto que según se concluye del relato, las deponentes han tenido conocimiento directo de la situación que han venido a respaldar que constituye un rotundo abandono de los deberes conyugales y paternales, porque como afirma la jurisprudencia: 

“Ciertamente (...) el cónyuge que sin motivo que lo justifique se ausente del hogar, comienza por infringir uno de los deberes esenciales para el normal desenvolvimiento de la vida conyugal, como quiera que según la legitimación tienen la obligación de vivir juntos y cada uno de ellos tiene derecho a ser recibido en la casa del otro (artículo 178 del C.C. y 11 del decreto 2820). Y si fuera del incumplimiento de obligación que se acaba de mencionar, la cual por sí sola sería suficiente motivo para decretar la separación, se desinteresa de contribuír al sostenimiento del hogar, con mayor razón procede la separación de cuerpos a virtud de que el estatuto de familia expresa que los cónyuges están obligados a guardarse fé, a socorrerse y a ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida... Y si fuera de lo anterior por la ausencia del hogar de uno de los cónyuges resulta con tal conducta incumpliendo con los deberes de padre o madre, se acentúa más la causa como quiera que toca de consuno a los padres el cuidado de la crianza y educación de los hijos...” (sentencia nro. 16 de 5 de febrero de 1985)

Circunstancia que sin lugar a dudas también fue acreditada en el expediente, por lo que habrá de confirmarse la sentencia revisada, incluidas las decisiones consecuenciales de declarar disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal de las partes, atribuirle como cuota alimentaria el 50% del salario mínimo legal mensual a favor de la menor Brenda Fabiana Rodríguez Hurtado, ordenar la inscripción del fallo en el registro del estado civil, no disponer sobre la privación de la patria potestad pedida por haber sido asunto objeto de proceso independiente al revisado y condenar en costas al vencido, que se advierten ajustadas a derecho y por ende merecen también el respaldo de la Sala.

Acerca del primero de los puntos accesorios al divorcio, ha de precisarse que la Sala comparte los planteamientos que sobre el artículo 180 del Código Civil ha formulado la señora Juez de primera instancia, esto es, que el domicilio en Colombia de los contrayentes una nacional y el otro uruguayo, casados en el país de origen de éste último, los pone bajo el amparo de las disposiciones nacionales sobre sociedad conyugal. Y como aquí ésta se conforma con el matrimonio y se disuelve con el divorcio, la disposición en ese sentido es la pertinente. 

En cuanto hace con lo dispuesto en el ordinal primero de la sentencia consultada que autorizó la residencia separada de los cónyuges divorciados, ha de anotarse que era cuestión intrascendente puesto que el divorcio implica de por sí el cese para los cónyuges de la obligación de vivir juntos, a más que precisamente la causal invocada es la separación de hecho por más de un bienio, que lleva implícito que tenían residencias separadas, motivo por el cual habrá de revocarse el aparte de la decisión que así lo dispuso.

En el trámite del grado jurisdiccional no aparecen causadas costas.

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada en este asunto el 11 de mayo de 2009 por el Juzgado Tercero de Familia, con excepción del aparte de su ordinal primero que dispuso: “Se autoriza sus domicilios separados”, que se REVOCA. Sin costas.

La decisión se notifica en estrados (artículo 325 del Código de Procedimiento Civil), y no siendo otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos




      Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez
� F 34, C 1.
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